Hacia una nueva Ley de Educación. Una participación en serio

Documento de Posición de la Confederación de Educadores Argentinos - CEA


[image: image1.png]GCEA 5





HACIA UNA NUEVA LEY DE EDUCACIÓN.

Una participación en serio
DOCUMENTO de POSICIÓN

CONGRESO POLÍTICO EDUCATIVO

de la Confederación de Educadores Argentinos -CEA-

Ciudad de Formosa, 10, 11 y 12 de agosto de 2006

CONGRESO EXTRAORDINARIO

de la Confederación de Educadores Argentinos -CEA-

La Plata, 17 de agosto de 2006
Agosto de 2006

Este Documento sintetiza la posición político educativa de la Confederación de Educadores Argentinos (CEA) en el marco del actual debate público acerca de una nueva Ley de Educación Nacional, y se erige en una de sus contribuciones críticas más importantes para el proceso de deliberación y toma de decisiones al respecto. Surge como uno de los resultados y la síntesis de un profundo y complejo proceso de consulta, discusión y participación promovido desde la Confederación y sus organizaciones sindicales de base para su activo gremial (dirigentes, delegados y afiliados) y el conjunto de la docencia de la República Argentina
. 

Asimismo, reconoce como antecedentes directos a algunos documentos político sindicales elaborados en ese proceso, en particular el Documento Base 1. de la CEA “Una contribución al debate político educativo”
, los Pronunciamientos Político Educativos y Documentos de Posición de los sindicatos docentes de base de la CEA (CAMyP, SEDEBA, SITRAED, CISADEMS, FEB, Voz Docente, ACDP)
, y los documentos que relevan y hacen explícitas las conclusiones de las 20 comisiones de trabajo por nivel y modalidad del sistema educativo en las que elaboraron diagnósticos y propuestas los más de 600 delegados sindicales que participaron activamente en el II Congreso Político Educativo de la CEA. Hacia una nueva ley de educación. Un participación en serio
 (II Congreso), realizado en la ciudad de Formosa, los días 10, 11 y 12 de agosto de este año.

El Documento está estructurado de la siguiente manera. En un primer apartado se sintetiza el posicionamiento político educativo de la CEA de cara al debate público sobre la nueva Ley de Educación Nacional. Esta declaración pública de principios, criterios y convicciones político educativos de la CEA recoge los contenidos críticos y propositivos vertidos por las respectivas declaraciones de los sindicatos docentes jurisdiccionales de base que la conforman, tanto en sus pronunciamientos y documentos de posición como en los debates político sindicales llevados a cabo previamente y durante el II Congreso.
En un segundo apartado se hace explícito el conjunto de propuestas, diagnósticos y contribuciones sindicales y docentes que la CEA considera fundamentales y estratégicos para el diseño de un nuevo marco legal para la educación argentina. Al igual que en el apartado anterior, estas posiciones político educativas se apoyan en un largo y efectivo proceso de participación sindical que convocó a docentes de todo el país. Además, están informadas en caracterizaciones del estado de situación del sistema educativo nacional y de sus distintos niveles y modalidades educativas elaboradas por la CEA y sus organizaciones sindicales de base, a partir de consultas y debates político sindicales desarrollados durante y previamente al II Congreso.

Finalmente, en un tercer apartado, el Documento reafirma la convicción de la CEA sobre la necesidad de trasformar las prácticas y el lenguaje sindical docente a través de una auténtica, democrática, pluralista y colectiva participación de los maestros y profesores del país, estén sindicalizados o no. Para dar cuenta de ese compromiso, hace públicas las diversas estrategias de participación sindical y docente (que en algunos casos llegó a incluir a estudiantes, padres y distintos actores de la comunidad escolar) que desplegaron la CEA, a través de su Escuela de Formación e Investigación Sindical y Docente
, y los sindicatos docentes de base que la conforman.

I. HACIA UNA NUEVA LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL. LA POSICIÓN POLÍTICO-EDUCATIVA DE LA CEA

En el marco del actual debate en torno a la necesidad, oportunidad, sentido y contenidos de un nuevo marco legal para la educación nacional, la CEA reafirma una vez más su posición irrenunciable a favor de la defensa irrestricta del derecho social a una educación pública, universal, gratuita, laica, común y de igual calidad para todos los habitantes del país. Para ello, viene promoviendo y llevando adelante una activa movilización de sus entidades sindicales docentes de base, de sus afiliados y del conjunto de los docentes argentinos. Ese intenso proceso de participación, deliberación, consulta y producción colectiva alcanzó uno de sus momentos culminantes en el II Congreso Político Educativo. Hacia una nueva Ley de Educación. Una participación en serio, cuyas conclusiones se sintetizan en este Documento. 

La CEA está convencida de que la educación es un derecho social inalienable, una herramienta poderosa y estratégica en la construcción histórica y democrática de una sociedad justa e igualitaria, y de que, como tal, requiere del diseño, desarrollo y sostenimiento de políticas de Estado elaboradas en base a una extendida, pluralista y auténtica participación de todos los sectores y actores sociales comprometidos en ampliar y profundizar los alcances de la democracia y la justicia social en el país y, en particular, de los docentes y sus organizaciones colectivas y sindicales. Por otra parte, esas políticas públicas deberán ser, necesariamente, integrales y sistémicas, esto es, tendrán que ser concebidas e implementadas tomando en cuenta la complejidad y multidimensionalidad de los procesos y problemas educativos, deberán abandonar definitivamente el carácter “sectorial” impreso a las políticas sociales y educativas por los gobiernos neoliberales, y deberán ser gestionadas no sólo por el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación y por los ministerios y secretarías de educación jurisdiccionales, sino por el conjunto de las carteras de los gobiernos nacional, provinciales y de la Ciudad de Buenos Aires, bajo monitoreo y control públicos. 

Por otro lado, esas políticas públicas articuladas deberán orientarse efectivamente hacia el cumplimiento pleno del derecho de la educación, para lo cual resultará necesario contar con un financiamiento adecuado y legítimo, así como concebir y desplegar planes, programas, proyectos, líneas de acción e instrumentos de política que sean permeables al seguimiento y control civil y popular. La reciente Ley de Financiamiento Educativo parece estar orientada a encarar el logro de la primera condición mencionada, pero no será suficiente si no está acompañada por un planeamiento serio y transparente de la distribución de los recursos, por otras nuevas regulaciones que especifiquen con detalle el destino de los fondos y, sobre todo, por políticas educativas activas que articulen estas exigencias mínimas con un programa de medidas que promuevan experiencias educativas de calidad y culturalmente significativas para todos sus destinatarios.

Pero para lograr que el derecho a una educación de calidad sea una realidad para todos y todas, esas políticas sociales y educativas deberán además estar claramente dirigidas a revertir las consecuencias antidemocráticas y las injusticias sociales y educativas cristalizadas por la aplicación de políticas neoliberales y de reformas educativas tecnocráticas en el país. Entre otras cosas, el conjunto de políticas educativas y el programa de reformas inspirados en la Ley Federal de Educación, la autodenominada “Transformación Educativa”, atentó contra la escuela pública desfinanciándola, desacreditándola, desmantelándola y aumentando el control técnico y burocrático sobre sus actores fundamentales; fragmentó y segmentó horizontalmente el sistema educativo, consolidó la existencia simultánea de circuitos escolares y trayectos formativos de diferente calidad según sector social; y profundizó la brecha y la desigualdad entre las experiencias educativas de los alumnos ricos y pobres; y consideró a la educación, el conocimiento y la cultura no como bienes públicos, sino más bien como mercancías, como cosas o servicios que se compran y venden en un supuesto mercado educativo. 

Por eso, para garantizar que el derecho a la educación se cumpla plenamente y las injusticias sociales y educativas provocadas por la implementación de políticas económicas, sociales y educativas nefastas disminuyan progresiva y decisivamente, será imprescindible que el Estado Nacional reasuma su responsabilidad indelegable de asegurar, financiar, organizar y planificar la educación en todos sus niveles. Sólo desde esta posición principal, protagónica y proactiva será posible que el Estado vertebre modalidades de intervención política y estrategias de gobierno y gestión democráticas en todos los niveles, jurisdicciones y esferas de su aparato administrativo y escolar, y que atienda a la voluntad popular a través de mecanismos de participación legítimos y auténticos que vinculen de manera orgánica la necesaria deliberación y generación de consensos con la toma de decisiones en materia educativa. 

Asimismo, la CEA afirma que, para que el derecho social a una educación de calidad se cumpla efectivamente para todos los habitantes del país, resulta impostergable una auténtica y profunda transformación democrática de la escuela pública que la fortalezca, la consolide y la disponga como una de las herramientas estratégicas medulares dirigidas a ese logro. Como consecuencia de los golpes asestados, primero, por la política educativa represiva y oscurantista de la Dictadura Militar y, luego, por la reforma educativa de los ’90 y primeros 2000, pero también por la persistencia de ciertas tendencias discriminadoras y tradiciones autoritarias de larga data en la cultura escolar, la escuela pública tal como está hoy en día no está garantizando el cumplimiento del derecho a la educación. Muy por el contrario, puede afirmarse que, a través de sus mecanismos de exclusión, de inclusión-excluyente y de discriminación, el aparato escolar muchas veces contribuye muy activamente en la producción y reproducción de la desigualdad educativa y social. 

Sólo cambiando muchos aspectos críticos del formato, organización y dinámica escolares será posible poner a la escuela pública al servicio del cumplimiento efectivo y pleno del derecho de todos y todas a una educación de buena e igual calidad. Para ello, el sistema escolar deberá, entre otras cosas, garantizar la inclusión de todos y todas a trayectos de formación y a experiencias educativas de igual calidad; respetar las diferencias culturales, étnicas, geográficas, religiosas, de credo y de opinión y disminuir las desigualdades sociales, culturales y económicas de origen; orientarse pedagógica y curricularmente hacia la transmisión y recreación culturales valiosas y con sentido para todos y cada uno de los habitantes del país; y estructurar procesos y prácticas educativas que aseguren la igualdad de oportunidades para el acceso, la permanencia y el egreso de todos los niveles del sistema educativo, con iguales resultados académicos para todos y todas. En síntesis, para garantizar que el derecho a la educación no sea tan sólo una promesa y, mucho menos, una formulación hueca, vacía de contenido, la escuela pública del siglo XXI deberá contribuir activamente a la democratización radical del conocimiento y la cultura y, para ello, deberá transformarse democrática y participativamente en un dispositivo institucional y organizacional mucho más flexible, abierto y dinámico de lo que vino siendo hasta ahora. 

En este proceso de cambio democrático de la escuela y de sus prácticas educativas y culturales, la participación y el compromiso de los docentes y sus organizaciones colectivas y sindicales resultan imprescindibles. Y esto no sólo porque el sector docente es uno de los actores centrales del proceso educativo y de la cotidianeidad escolar, sino también y fundamentalmente porque el saber pedagógico construido al ras de las experiencias escolares por los docentes constituye un insumo crítico para la comprensión cualitativa y el cambio sustentable de los procesos y prácticas educativos que se llevan adelante en las instituciones escolares. Por eso, además de proveer condiciones laborales y materiales adecuadas para la dignificación y el desarrollo profesional de los docentes y el aprendizaje y la formación integral de los alumnos y alumnas, las políticas educativas, planes, programas y líneas de acción que se deriven del nuevo marco legal deberán generar y potenciar en el sistema escolar condiciones institucionales y pedagógicas para que los docentes sean revalorizados e interpelados como sujetos de conocimiento y de transformación y, de esta manera, se constituyan en actores estratégicos en la producción, circulación, difusión, apropiación y uso del saber pedagógico que define y especifica a su profesión. 

De esta forma, será posible que el currículum, la formación y capacitación docentes y las estrategias de evaluación del sistema educativo se enriquezcan con el valiosísimo y específico aporte del saber profesional de los docentes hasta hoy olvidado, silenciado y descalificado por las políticas educativas neoliberales y tecnocráticas y sus programas de reforma. La CEA reclama enfáticamente que la voz, la palabra, el saber y la experiencia profesionales de los docentes sean tenidos en cuenta no sólo a la hora del debate político educativo sobre la nueva ley de educación nacional, sino también en el desarrollo, gestión, seguimiento, monitoreo y evaluación de las políticas educativas dirigidas a cumplir sus metas y objetivos y de los planes, programas, proyectos y líneas de acción que se estructuren nacional y jurisdiccionalmente para su implementación efectiva en el sistema educativo, las escuelas y las aulas. 

Resulta necesario para ello, entonces, garantizar desde la nueva ley y desarrollar desde el Estado políticas integrales para el sector que definan un nuevo profesionalismo docente que permita desplegar a maestros y profesores, y también a otros actores escolares y educativos, toda su creatividad cultural, imaginación pedagógica y sabiduría didáctica, al mismo tiempo que delimite espacios y tiempos institucionales y laborales para la reflexión, crítica, producción y recreación colectivas de los saberes y capacidades profesionales vinculados con el cumplimiento efectivo del derecho a la educación. Para ello, este nuevo profesionalismo docente deberá distanciarse de manera efectiva de las versiones tecnocráticas que limitan el ejercicio profesional de la docencia a la mera técnica, a la ejecución mecánica y descomprometida de recetas didácticas construidas por “expertos” ajenos a la vida cotidiana de las escuelas y aulas, y que subordinan a maestros y profesores a las “certezas de plomo” de los especialistas, tecnoburócratas, editoriales y empresas de capacitación. El nuevo profesionalismo docente por el que lucha y se empeña en construir la CEA, deberá posicionar a los docentes en el centro del escenario pedagógico del sistema escolar y educativo, a partir de su activo e irrenunciable compromiso ético y político con el derecho social a la educación, y en virtud de las posibilidades efectivas que tienen para la recreación crítica y disposición pública de su práctica y saber profesional.

Los docentes deben dejar de ser los convidados de piedra de las reformas educativas, o de ser invitados a participar en ellas como simples implementadores de políticas educativas que los descalifican profesional, pedagógica y políticamente y que, simultáneamente, los responsabilizan de sus fracasos y crisis. Desde la perspectiva de la CEA, no se trata tan sólo de sumar a los docentes al debate y a las consultas para darle más legitimidad social a políticas educativas diseñadas centralmente. Se trata más bien de sumarlos activamente a las deliberaciones, diseño y construcción colectivos de un bien común, público, desde los saberes, las experiencias y los valores específicos que los definen profesional y laboralmente en el marco de la escuela y del sistema educativo, y que los colocan en una posición singular e inigualable para comprenderlos y transformarlos. 

En suma, el renovado interés por el debate político de la educación abierto en oportunidad de una nueva ley para la educación pública del país necesita combinarse, por un lado, con el análisis crítico profundo y exhaustivo de los programas, operativos y discursos de la reforma de los ’90 y, por otro, con una evaluación de sus efectos prácticos sobre la forma de gobernar, administrar y gestionar la vida institucional, cultural y educativa de los sistemas educativos, las prácticas escolares y docentes y las experiencias formativas de los que circulan por sus espacios y tiempos. Y desde ese movimiento de crítica y deconstrucción del “pensamiento único” que la reforma educativa neoliberal impuso como la forma legítima y adecuada de pensar y actuar la educación, debe desprenderse otro que brinde elementos y anclajes efectivos y productivos para la construcción de un nuevo discurso pedagógico y político que permita imaginar, decir y hacer la escuela pública de otra forma, de una manera más democrática y plural. En la construcción de ese nuevo lenguaje y de esas nuevas prácticas políticas y pedagógicas para la defensa de la educación pública y la transformación democrática de la escuela pública les cabe un lugar privilegiado a los docentes y sus organizaciones sindicales y colectivas.
El papel de la CEA como organización sindical docente que brega por una educación pública, gratuita, laica, común y de calidad para todas y todos, y que hace de la participación, el pluralismo, el federalismo y el movimientismo los ejes de su trabajo cotidiano, pone en estado de alerta y movilización al sector docente y al conjunto de la comunidad educativa para garantizar que no se repitan los errores del pasado. Fundamentalmente, en lo que tiene que ver con la necesaria, amplia y democrática participación efectiva de los docentes y de todos los sectores y actores sociales y educativos comprometidos con el derecho social a la educación, no sólo en el debate público previo a la sanción de la nueva ley, sino también en la formulación, seguimiento, control y evaluación de su desarrollo y resultados. La CEA, en tanto organización colectiva de los docentes argentinos, se compromete a movilizarlos social y cognitivamente para consolidar y hacer posible que sus aportes sean tomados en cuenta en la construcción de otra educación para el país, una educación decididamente orientada a la creación colectiva de un nuevo proyecto de país: un país más justo, democrático e igualitario.

II. UN DIAGNÓSTICO NECESARIO PARA UNA PROPUESTA SINDICAL Y DOCENTE

Este apartado tiene la intención de dar cuenta de algunos de los resultados y conclusiones obtenidos por medio de un dispositivo participativo específico de consulta y debate diseñado desde la Escuela de Formación e Investigación Sindical y Docente de la CEA que, adaptándose a las particularidades regionales, jurisdiccionales y locales, permitió el relevamiento y la sistematización de datos cuantitativos y cualitativos. Como ya se ha mencionado en este Documento, este intenso y complejo proceso de participación y movilización sindical y docente tuvo uno de sus puntos culminantes en el II Congreso Político Educativo. Hacia una nueva Ley de Educación. Una participación en serio, realizado el 10, 11 y 12 de agosto en la ciudad de Formosa con la presencia de más de 600 delegados docentes.

Si bien en documentos de posición político educativa preliminares, dispuestos públicamente en ocasión de la convocatoria del Gobierno Nacional al debate en torno a la nueva Ley de Educación, la CEA presentó un diagnóstico exhaustivo y pormenorizado de las consecuencias políticas, económicas, sociales y educativas de la implementación de las políticas neoliberales en la sociedad en general y en el ámbito de la educación en particular, el diagnóstico que se presenta en este Documento se centra en una caracterización del estado de situación de cada uno de los distintos niveles y modalidades del sistema educativo en las seis jurisdicciones en las que la CEA tiene presencia a través de sus organizaciones sindicales de base: provincia de Buenos Aires, Chubut, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Corrientes, Formosa y Santiago del Estero. Cabe enfatizar que la elaboración colectiva de este diagnóstico fue posible a partir del despliegue de un profundo e intensivo proceso interno de movilización y participación, impulsado desde la CEA, para que la palabra y el saber profesional de los docentes pueda sistematizarse, difundirse socialmente y ser escuchado, atendido y valorado a la hora de la toma de decisiones en materia de política educativa. Estos insumos relevados y sistematizados posibilitaron la construcción de una aproximación crítica y realista a las problemáticas que enfrenta la educación pública en el país, al tiempo que el mismo dispositivo se interesó también por recoger las propuestas sustantivas y los aportes valiosísimos de docentes y demás actores educativos y sociales para el debate en torno a la nueva ley. 

Antes de sumergirnos en la explicitación sumaria de estas conclusiones de trabajo, es necesario aclarar que esta caracterización no tiene pretensión de rigurosidad estadística ni de generalización, sino que más bien se propone dar cuenta de algunas de las regularidades, singularidades y tendencias relevadas, reconstruidas y analizadas en las respectivas jurisdicciones educativas por los docentes y debatidas propositivamente en el II Congreso Político Educativo por los delegados de la CEA, en base a la firme convicción de la Confederación de que los docentes tienen mucho que decir al respecto y que su experiencia cotidiana en las escuelas no debe ser ignorada, silenciada o descalificada como ocurrió en la década de los ’90. Más adelante, en el apartado III. Una participación en serio, se intentará reconstruir de manera sintética el itinerario del proceso diseñado, planificado y desarrollado a través del dispositivo mencionado, y que permitió la elaboración colectiva del diagnóstico y de las propuestas y aportes que se detallan a continuación.

En primer término, señalamos que las regularidades, tendencias y singularidades que se presentan inicialmente focalizarán en la enunciación de algunos consensos generales. En un segundo momento, se centrarán en la caracterización del estado de situación del sistema educativo de las seis jurisdicciones señaladas (rescatando lo que hay de común y general entre ellas), de forma global en torno a tres ejes: la formación y capacitación docente; el estado general de la infraestructura y las condiciones edilicias de los establecimientos educativos; y la calidad de los vínculos y relaciones con la comunidad. Al mismo tiempo, se enunciarán las propuestas y los aportes relevados para tales dimensiones y en otras sugeridas por los actores participantes. Por último, se hará lo propio, pero esta vez apuntando a las particularidades y especificidades de cada uno de los niveles y modalidades del sistema educativo. 
Consensos generales

Una de las principales regularidades es la referencia al rol indelegable que debe cumplir el Estado para garantizar el derecho social a la educación y al tipo de formación ciudadana que debe brindar la educación pública en todo el país: educar para la democracia, para la identidad nacional, para el trabajo y para la justicia social.

Se reclama ampliamente la participación de la sociedad en el gobierno de la educación, con representación efectiva de los docentes y sus organizaciones sindicales como el verdadero contralor y garante de que la futura Ley y las políticas concertadas en el Consejo Federal de Cultura y Educación que se deriven de ella, sean de cumplimiento obligatorio en todas las provincias y la Ciudad de Buenos Aires, a través de una implementación gradual, monitoreada y evaluada permanentemente, que respete las diferentes realidades regionales y jurisdiccionales.

En cuanto a la estructura del sistema educativo, la tendencia principal alude a su unificación a nivel nacional, exigiendo la obligatoriedad del último año del Nivel Inicial, del Nivel Primario de seis años de duración y del Nivel Secundario también de seis años. Al mismo tiempo, se subraya que esta unificación, garantía de igualdad de resultados educativos para todos y todas, deberá preservar la regionalización de los objetivos, contenidos y estrategias y tener especialmente en cuenta la articulación entre los distintos niveles educativos para garantizar el progreso sostenido de los alumnos y alumnas a lo largo de todo el trayecto de educación obligatoria. También se reafirma la necesidad de proveer en todas las jurisdicciones y escenarios educativos del país (rurales, de islas, urbanos, etc.) una formación integral para todos y todas los que transitan todos y cada uno de los niveles del sistema educativo. Por eso, se enfatiza la necesidad de atender a que ciertas “ramas” prácticamente inexistentes en determinadas jurisdicciones y situaciones educativas del país (educación física y corporal, educación artística, psicología, asistencia social y comunitaria, entre otras) comiencen a incorporarse activamente en la vida cotidiana de las escuelas. Respecto de la Educación Secundaria se demanda que en la nueva ley se contemplen explícitamente ofertas educativas diferenciadas.  

Asimismo se subraya que la Ley de Financiamiento Educativo, promulgada en razón y conocimiento del sistema educativo tal y como hoy existe, deberá ser revisada para garantizar una mayor y adecuada erogación presupuestaria en función de las modificaciones de ampliación de la oferta educativa en todo el territorio nacional, prevista por la nueva Ley. También se menciona repetida y sistemáticamente la demanda sobre la recuperación de la especificidad de la tarea docente como formadores, en el marco de condiciones laborales y salariales dignas y del respeto íntegro de sus derechos como trabajadores. En este sentido se propone la elaboración de un Estatuto del Docente Nacional que sea considerado el marco de referencia para los estatutos docentes jurisdiccionales vigentes y a elaborar.

En lo que hace a las condiciones de trabajo y desarrollo profesional de los docentes, se plantea como necesaria la definición de una política integral para los docentes que haga eje en la complejidad y multidimensionalidad de las tareas de enseñanza y en la igualdad de los géneros para el desempeño de profesión docente en todos sus niveles, funciones y rangos, y que se informe en una nueva formulación colectiva del profesionalismo ética y políticamente comprometido de los docentes con la educación pública y con la revalorización, reconstrucción crítica y disposición pública de los saberes pedagógicos construidos al ras de la experiencia escolar. Además, se solicita la unificación del salario y la jubilación en todo el país, atendiendo un salario básico que supere por lo menos en dos puntos el valor de la canasta familiar. Específicamente, se reclama asimismo una jubilación digna con 25 años de servicio, sin límite de edad y con movilidad.

Un rasgo singular, pero particularmente significativo en términos político educativos para la igualdad y el respeto a las diferencias, está marcado por los delegados sindicales de las provincias con mayor presencia de pueblos originarios en su territorio y sus escuelas, los que mencionan como eje prioritario la educación bicultural al tiempo que hacen énfasis en lo imprescindible que resulta atender a la formación docente en este sentido. 

Notas sobre el estado de situación del sistema educativo. Aportes y propuestas

Respecto de la formación docente, puede señalarse como una regularidad el hecho de que todos los docentes reclaman que la formación o actualización docente continua esté a cargo del Estado y que se realice en horas de trabajo, de manera obligatoria y gratuita, con evaluación y seguimiento de su aplicación áulica. Los docentes alertan acerca de que la actualización docente se realiza, la más de las veces, en función del puntaje que otorgan los cursos, y que desde el Estado no se cubren las expectativas y necesidades en este sentido, situación que provoca una progresiva mercantilización de la capacitación docente. Por otra parte, respecto de la formación docente inicial, existe amplio consenso en cuanto a que tenga una duración de cuatro años. 

En relación a la infraestructura escolar, se remarca el deterioro general de las escuelas y su mantenimiento, con énfasis en que no atiende a las necesidades de los alumnos y docentes en tanto hay insuficiencia de espacios y de materiales didácticos propios y adecuados para los distintos niveles y modalidades de la enseñanza. Se propone, a su vez, establecer compromisos al interior de las distintas comunidades educativas locales para el cuidado y mantenimiento de los edificios escolares y las condiciones materiales que harían posible el desarrollo sostenido de prácticas pedagógicas de calidad.

Los vínculos con la comunidad, entendida como la participación activa y efectiva de las familias y de otras organizaciones sociales en la educación, adoptan la siguiente tendencia: se muestra que la participación de la familia es alta en el Nivel Inicial y disminuye en una relación directamente proporcional al aumento de edad de los alumnos. Asimismo, se manifiesta que en aquellos lugares donde se fomenta y garantiza la participación comunitaria y familiar desde el Proyecto Educativo Institucional, este vínculo se incrementa, haciendo referencia en este caso al alto grado de compromiso de los docentes, aspecto que puede ser ponderado como propuesta en esta dimensión. 

Aportes y propuestas por nivel y modalidad educativos

Educación Inicial

A pesar de los distintos contextos geográficos, las diferencias de cobertura y los disímiles escenarios socioeducativos de las distintas jurisdicciones educativas del país, los docentes de este nivel indicaron que la realidad educativa de la educación inicial presenta muchas problemáticas similares. En consecuencia, proponen:

· la obligatoriedad escolar desde los 4 años de edad;

· la formación docente brindada desde los centros de capacitación docente estatales o entidades gremiales autorizadas, con validez nacional y respetando la cultura de origen de sus destinatarios;

· la participación real de todos los actores de la comunidad educativa en proyectos de articulación entre niveles;

· cubrir necesidades de salud y alimentación de los niños a través de agentes públicos no docentes como responsabilidad indelegable e intransferible del Estado, para garantizar el desempeño eficaz y específico de la tarea pedagógica por parte de los docentes;

· garantizar en los Estatutos Docentes y en las prácticas administrativas de la educación escolar los concursos de ascenso, con jurados profesionales de la educación idóneos para garantizar su transparencia;

· la creación y cobertura con profesionales idóneos de gabinetes psicopedagógicos completos (fonoaudiólogos, psicólogos, pedagogos, orientadores sociales y educacionales) y específicos para el nivel;

· la creación de un equipo de profesionales para la prevención de enfermedades propias del sector docente;

· la cobertura del cargo de maestro integrador para niños con necesidades educativas especiales, específicos del nivel y pertenecientes a la planta docente permanente de las instituciones educativas;

· el financiamiento adecuando del nivel para garantizar su universalización a partir de los 45 días de vida;

· la apertura de jardines maternales con infraestructura y equipamiento adecuado, a cargo de personal docente especializado;

· la cantidad máxima de alumnos por metro cuadrado en la sala, para que cada niño disponga como mínimo de 1.35 m2 de superficie y de 4 a 5 m3 de volumen, con un número máximo de niños de 20 a 22 por grupo;

· la revalorización del vínculo familia-escuela como estratégico para el desarrollo de la educación infantil;

· la construcción de redes de trabajo sostenido y articulado con organizaciones tales como hospitales, centros y salas de salud pública, centros de prevención, centros asistenciales, etc.

Educación Primaria/EGB 1 y 2

Los docentes de este nivel proponen: 

· una duración de cuatro años para la formación inicial de los docentes de educación primaria o EGB 1 y 2 y la revisión de sus planes de estudio con participación de los docentes y sus organizaciones sindicales para que conjuguen teoría y práctica y atiendan a la diversidad sociocultural y las desigualdades socioeconómicas;

· revalorizar la especificidad del trabajo de los docentes y generar las condiciones institucionales y pedagógicas para que sus tareas se focalicen en la enseñanza y no en las tareas asistenciales encomendadas a la escuela;

· elaborar desde el Estado propuestas de capacitación docente centradas en la especificidad del trabajo de enseñar y que respeten y potencien los saberes profesionales de los maestros y profesores;

· evitar la mercantilización de la oferta de capacitación docente, para lo que el Estado deberá ser el único oferente;

· generar, diseñar y llevar a la práctica modalidades de desarrollo profesional de los docentes que se centren en los saberes profesionales que construyen y recrean durante sus prácticas escolares;

· una evaluación del docente que contemple la relación directa entre teoría y práctica y en la que participen docentes jun to con otros actores del sistema educativo;

· la incorporación de equipos técnicos de orientación escolar en todo el país;

· una matrícula máxima de 25 alumnos y alumnas por docente.

A su vez, los docentes expresaron sus inquietudes y preocupaciones respecto de: 

· la responsabilidad civil que implica la función docente frente a grado o año;

· el progresivo deterioro de la salud laboral docente; 

· la recuperación del prestigio y la especificidad pedagógica de la profesión docente; 

· la educación cooperativa como parte del currículum.

Educación Secundaria/Polimodal

Los aportes y propuestas para este Nivel Educativo giraron en torno de:

· la capacitación disciplinar, integrada y articulada en el contexto sociocultural donde se desempeñe el docente, y la actualización permanente del docente en gestión, administración y legislación de la educación;

· la jerarquización de los institutos de formación docente para el nivel, elevando su nivel académico y el financiamiento para sus departamentos de investigación;

· la inclusión como espacio curricular en la formación docente de legislación laboral y sindical;

· la creación de un organismo nacional de control y monitoreo de licitaciones, construcciones y mantenimiento de establecimientos y obras educativas, con la participación de organizaciones sociales y sindicales del lugar donde se realicen;

· la democratización del gobierno y gestión de las instituciones y su apertura a la comunidad;

· la participación de los estudiantes del nivel en la toma de decisiones en materia educativa a través de la conformación de una red de centros de estudiantes;

· la dedicación exclusiva por cargo docente;

· la creación de equipos técnicos de orientación escolar integrados por psicopedagogos, médicos y asistentes sociales en cada institución escolar;

· la creación de cargos adecuados a la demanda y cobertura de los existentes: docentes, secretarios administrativos, contables, académicos, preceptores, bibliotecarios, personal de servicio, etc.;

· la reestructuración de los espacios curriculares por disciplinas de conocimiento, con su correspondiente carga horaria;

· el concurso de antecedentes y oposición para el acceso a cargos directivos;

· la formación y el reconocimiento como docentes de los MEMA (Maestro Especial de Modalidad Aborigen) y su incorporación inmediata al sistema formal de enseñanza; 

· el rechazo a las titularizaciones masivas de docentes.

Educación Técnica y Agraria

El estado de situación de esta modalidad presenta, entre otras, las siguientes características:

· pérdida del reconocimiento histórico de los saberes pedagógicos y prácticos de los maestros de taller; 

· aumento de la carga horaria de los Trayectos Técnico Profesionales a partir de la reforma educativa de los ‘90, pero no la calidad de la enseñanza práctica;

· falta de identidad de los alumnos con sus escuelas y la consecuente deserción educativa;

· equipamiento escaso y obsoleto.

Ante ese estado de situación, se propone:

· la inclusión en la nueva Ley de Educación Nacional de un capítulo específico, dedicado a la Educación Técnica y Agraria como modalidad especializada e identidad propia en el sistema educativo;

· la formación específica para las diferentes especializaciones desde los institutos de formación superior (terciarios y universitarios), respetando las particularidades de cada jurisdicción;

· condiciones de seguridad de la infraestructura y la cobertura de seguros por accidentes en los establecimientos y todo ámbito anexo donde se lleve a cabo alguna etapa del proceso de enseñanza y de aprendizaje.

Educación Especial

En virtud de la caracterización realizada del estado de situación de esta modalidad de enseñanza, se propone: 

· la generación de espacios de reflexión e intercambio pedagógico intra e interinstitucionales; 

· la cobertura de todos los cargos según la especificidad de las diferentes patologías;

· una mayor circulación de información, integración y articulación con las otras especialidades, modalidades y niveles del sistema educativo;

· la concientización y sensibilización de la comunidad sobre personas con necesidades educativas especiales (NEE); 

· el trabajo articulado y en red con instituciones y organismos públicos y sociales tales como el Ministerio de Salud, de Desarrollo Humano y de la Producción;

· la provisión por parte del Estado de equipamiento a las instituciones adecuadas a su especialidad; 

· la apertura de carreras de formación docente en el Área Laboral, Trastornos Emocionales Severos y Multimpedimentos;

· la validez nacional de los títulos y certificaciones;

· la actualización y profundización profesional en las distintas discapacidades y patologías;

· la construcción de establecimientos propios teniendo en cuenta la Ley de Protección de personas con NEE y las adecuaciones edilicias y curriculares necesarias para otras capacidades que no son específicas;

· la prevención, promoción y protección de la salud laboral docente y el cuidado y preservación de las condiciones y recursos del medio laboral;

· la integración de los alumnos con NEE, pero poniendo el énfasis en el aprendizaje y no solo en el proceso de socialización, con la consiguiente formación docente para los maestros comunes.

Educación Superior

A partir de la sistematización y síntesis de los aportes obtenidos, se propone:

· el fortalecimiento y la expansión a todo el territorio nacional de los espacios de actualización docente ya existentes;

· la desburocratización de los mecanismos de ingreso y permanencia del docente en el nivel;

· la provisión por parte del Estado de infraestructura edilicia propia y equipamiento adecuado para todos los institutos de formación docente;

· el respaldo del Estado para el fortalecimiento de redes interinstitucionales que posibiliten la relación de los institutos de formación docente entre sí, con los otros niveles, con las universidades y con el mundo del trabajo;

· la revalorización y transformación de los institutos de formación docente como centros culturales, de investigación y transferencia pedagógicas y de desarrollo profesional de los docentes;

· la prevención de evitar la secundarización del nivel, así como cualquier otra forma de asistencialismo y “demagogia pedagógica”;

· la valoración de la formación y el perfil de los docentes del nivel, jerarquizándolos profesionalmente;

· la revisión y reordenamiento permanente del currículum, teniendo en cuenta la opinión, los saberes y el aporte de los docentes.

Educación de Adultos

El estado de situación de esta modalidad presenta las siguientes características:

· terminalidad de estudios por necesidad laboral y/o para la continuación de estudios;

· una matrícula propia de adultos que recibe la actual y creciente deserción de niños y adolescentes provenientes de EGB y Polimodal, además de los analfabetos funcionales y puros de diferentes edades;

· las edades para el ingreso a un servicio de adultos es variable; 

· en general, no se requiere título habilitante o específico para trabajar en el nivel;

· diferencias de calidad en las propuestas educativas jurisdiccionales;

· las modalidades de implementación son diversas y diferentes según las jurisdicciones: Educación General Básica de Adultos, Centros Educativos de Nivel Secundario, Centros de Formación Profesional;

· no tiene edificios propios y/o aulas adecuadas para el alumno adulto, ni independencia edilicia/pedagógica de las escuelas sede;

· falta de provisión de materiales administrativos y pedagógicos para el adecuado trabajo de los docentes;

· falta de acompañamiento de políticas sociales por parte de otros organismos estatales que favorezcan la inclusión, la permanencia, la continuidad y la terminalidad de los alumnos y alumnas en la educación de adultos; 

· dispar remuneración salarial docente ante la misma prestación;

· creciente acoso laboral a los docentes de la modalidad por cuestiones gremiales y/o políticas;

· falta de diseños curriculares específicos y apropiados a la rama y/o modalidad, según jurisdicción.

En virtud del estado de situación presentado, se propone: 

· insertar al adulto en su realidad social en un proceso de efectiva democratización y rescate de valores culturales, étnicos, sociales;

· preparar al joven y al adulto para la continuidad de estudios en ciclos superiores y capacitarlo para el mundo del trabajo;

· redefinir y sincerar el destinatario de la educación de adultos en la actualidad: adolescentes, jóvenes y adultos;

· garantizar la educación de adultos en todas sus modalidades y niveles, especificando su gratuidad y tendiendo a elevar el nivel de educación del ciudadano;

· unificar criterios básicos acerca de modalidades de oferta educativa y de edad de ingreso;

· formación inicial docente con título habilitante específico;

· capacitación y actualización del docente a cargo del Estado; 

· establecer un acuerdo entre modalidades para la atención del adolescente y/o joven que cursa el tercer ciclo de la EGB o la escuela secundaria, rescatando el saber pedagógico y trayectoria profesional de los actuales maestros de educación general básica de adultos;

· crear infraestructura propia para la atención del adulto sin una franja horaria determinada;

· elaboración de diseños curriculares para la modalidad que considere una real participación docente.

III. HACIA UNA PARTICIPACIÓN EN SERIO

La participación e incidencia de las organizaciones docentes y de otros actores comprometidos con la educación en el debate, definición de prioridades, diseño, desarrollo, gestión, seguimiento, control y/o evaluación de las políticas educativas, constituyen uno de los objetivos centrales de la CEA. 

Esta preocupación por la participación social y su articulación con acciones de formación, estudio e investigación para la producción de “pensamiento crítico” en educación, de debate democrático y pluralista, y de intercambio productivo entre actores y sectores sociales, académicos y políticos, se apoya en la conciencia de la necesidad de desplegar, fortalecer y profundizar los mecanismos, insumos críticos e interacciones que permitan a las organizaciones sindicales docentes, pronunciarse y movilizarse por el cumplimiento irrestricto del derecho a la educación de calidad para todos y todas, y, en ese sentido, participar y evaluar los procesos y resultados de los sistemas educativos.

La cuestión de la participación se torna relevante y estratégica a partir de la comprobación de que, a pesar de que en el pasado reciente se hayan estructurado diversos mecanismos e instancias de consulta y concertación social de las políticas educativas, por lo general no se han desarrollado procesos de participación auténtica y democrática en sus marcos. En efecto, ya sea por la escasa apertura de los responsables y referentes políticos de las reformas educativas diseñadas e implementadas durante las últimas décadas, o bien por la propia debilidad y fragmentación de las organizaciones y actores educativos y sociales comprometidos con la defensa de la educación pública, la participación efectiva de la sociedad civil en gran parte de esas políticas educativas ha sido escasa y han obtenido pocos resultados.

No obstante, más allá de las iniciativas y estructuras de participación definidas por los gobiernos y sus políticas, la CEA tiene la intención de vehiculizar y hacer públicos por otros canales los posicionamientos político educativos de los docentes y otros actores sociales (familias, estudiantes, organizaciones sociales, etc.), generando estrategias que se han desarrollado por fuera de los mecanismos e instancias convencionales y predefinidos por los gobiernos para la participación social y que, creemos firmemente, son una inestimable instancia de participación genuina. 
Es por ello que ahora nos proponemos dar cuenta, de manera cabal y detallada, de algunas de las formas, modalidades, estrategias y actores involucrados en los procesos de participación alternativos desplegados por las distintas organizaciones sindicales de base que componen la CEA. Todos estos emprendimientos de participación auténtica fueron diseñados e implementados con el propósito de instalar el debate a través de seminarios, encuentros (presenciales y virtuales) y jornadas de reflexión y debate con dirigentes sindicales, delegados y docentes. Estas instancias participativas se orientaron básicamente a: la socialización del Documento para el debate lanzado por el Gobierno Nacional; la presentación pública de los documentos de posición de la CEA de cara al debate político educativo nacional; la implementación de un instrumento de relevamiento de información para la caracterización de niveles, ciclos y modalidades y para la elaboración de propuestas y aportes de las jurisdicciones y de un instrumento de sistematización para la síntesis de regularidades, singularidades y tendencias observadas por los delegados en los docentes, padres, alumnos y organizaciones de la Sociedad Civil; y la elaboración de un documento de posición por cada organización sindical de base de la Confederación.

A continuación, se presentará sumariamente el conjunto de las diversas, variadas y riquísimas estrategias de participación regionales y locales diseñadas y desarrolladas en este marco, que contó con el acompañamiento y monitoreo de la Escuela de Formación e Investigación Sindical y Docente de la CEA, a saber:

· Reuniones formativas e informativas con delegados sindicales para que estos convoquen al debate en las escuelas.

· Asambleas de docentes en sindicatos y escuelas.

· Debates basados en las veinte preguntas planteadas en su documento por parte del gobierno nacional.

· Distribución de los materiales para el debate a organizaciones gubernamentales y no gubernamentales.

· Conformación de comisiones para analizar críticamente los distintos ejes propuestos para el debate por parte del documento elaborado por el gobierno nacional y la elaboración de borradores para la posterior realización de propuestas.

· Difusión por medio de los boletines periódicos, impresos y

·  virtuales, de cada sindicato de base de la CEA.

· Publicación de pronunciamientos político educativos de los docentes en medios de comunicación locales y campañas en radio, televisión y periódicos.

· Trabajo con estudiantes en el Nivel Secundario en los espacios curriculares, a través de los centros de estudiantes, de los delegados de cursos, de los consejos de convivencia o consejos de aula.

· Trabajo con padres a través de reuniones con las asociaciones cooperadoras y en actos escolares.

· Trabajo con estudiantes de profesorados, futuros docentes, en cátedras abiertas.

· Adaptación del instrumento de consulta para padres y alumnos.

· Envío de información a las familias a través de notas o comunicados.

· Colocación de afiches en la vía pública y en las escuelas.

· Realización de encuestas en la vía pública.

· Carteleras escolares informativas y reparto de volantes a los miembros de la comunidad educativa.

· Colocación de buzones en escuelas, sociedades de fomento, actos públicos, etc. para el relevamiento de aportes.

Durante el II Congreso Político-Educativo de la CEA, las actividades planeadas en pos del objetivo de garantizar una “participación en serio” de los delegados sindicales de la CEA se centraron en el trabajo en comisiones por nivel y modalidad educativos. La actividad en la que se comprometieron a participar los delegados y las producciones que surgieron de esos encuentros fueron insumos sustantivos para garantizar la producción colectiva de documentos, que reflejaran lo más fielmente posible los aportes generados a partir del intercambio y el debate.
Los coordinadores de las distintas comisiones de trabajo distribuidas en función del nivel o modalidad educativos en el que se desempeñaban los docentes participantes, funcionaron como interlocutores fundamentales a la hora de acompañar el proceso de debate y la reflexión grupal en torno a los temas abordados. El lugar en que ellos se posicionaron fue central para que sean los docentes quienes conversaran e intercambiaran ideas y lograran arribar a un documento que contuviera acuerdos y divergencias, generalidades y particularidades, en torno al estado de situación del nivel o modalidad educativos y a las propuestas pensadas como aportes para una nueva Ley de Educación Nacional. Por otro parte, otro de los propósitos refería a promover una reflexión compartida sobre los mecanismos de participación desarrollados por cada sindicato docente de base a partir del dispositivo elaborado por la CEA. Interesaba conocer cómo y a través de qué mecanismos llevaron adelante el proceso de participación en el debate y qué estrategias colectivas se desplegaron, para reflexionar entonces acerca de qué es necesario generar, mejorar, fortalecer y sostener como metodología de participación auténtica en cada organización de base y en la CEA.

La intención de este momento de trabajo se inscribió en el desafío planteado desde la CEA para la construcción de un nuevo lenguaje y unas nuevas prácticas sindicales y docentes que permitan recobrar la confianza en nuestro sector, superar el vacío de las palabras y dejar huella, a través de la acción, de esta participación en serio que venimos propiciando.

� En el apartado III. Una participación en serio de este Documento se describen con algún detalle tanto el sentido general del proceso de consulta, deliberación y participación desplegado por la CEA y sus organizaciones sindicales de base, como las estrategias diseñadas y llevadas a cabo en cada caso para promover y garantizar una “participación en serio” del sector docente en el debate del nuevo marco legal y normativo de la educación argentina.





� Este Documento de Base, que anticipa algunas de las posiciones político sindicales de la CEA en relación a la necesidad y oportunidad de un nuevo marco legal y normativo para la educación argentina y que avanza en algunas definiciones fundamentales al respecto, fue oportunamente presentado por el Consejo Directivo de la CEA encabezado por su Secretario General, Fabián Felman, al Ministerio de Educación, Ciencia y Técnica de la Nación el lunes 3 de julio de 2006. Actualmente se encuentra disponible tanto en la página Web del Ministerio (debate-educacion.educ.ar/ley) como en la de la CEA (� HYPERLINK "http://www.cea-ar.org.ar" ��www.cearg.org.ar� link escuela sindical). También en el Cuadernillo II “Hacia una nueva Ley de Educación Nacional. Una participación en serio” de la serie Cuadernillos Escuela CEA 





� Tanto los pronunciamientos como los documentos de posición político educativa de las organizaciones sindicales docentes de base de la CEA fueron elaborados participativamente durante el proceso de deliberación y consulta llevados a cabo durante el presente año, y fueron presentados como insumos básicos para el debate plenario y en comisiones de trabajo en el II Congreso Político Educativo de la CEA. Hacia una nueva ley de educación. Un participación en serio, llevado a cabo en la ciudad de Formosa (Formosa) durante los días 10, 11 y 12 de agosto de 2006. También se encuentran disponibles en la página Web de la CEA y en las de los respectivos sindicatos docentes jurisdiccionales.





� En el apartado II. Un diagnóstico necesario para una propuesta sindical y docente de este Documento se presenta una síntesis global y específica (por nivel y modalidad del sistema educativo) de los diagnósticos y propuestas político educativas arribados en el II Congreso Político Educativo de la CEA.


� Gran parte de esas estrategias de participación, deliberación, reflexión y producción colectiva de docentes se encuentran descriptas con cierto detalle en el Cuadernillo II “Hacia una nueva Ley de Educación Nacional. Una participación en serio” de la serie Cuadernillos Escuela CEA y en la página Web de la Escuela de Formación e Investigación Sindical y Docente de la CEA: � HYPERLINK "http://www.cea-ar.org.ar" ��www.cea-ar.org.ar� (link escuela sindical).
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